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DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN – DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO – IGUALDAD - CONCEPTO FAVORABLE DE APTITUD SICOFÍSICA DE MEDICINA LABORAL DE LA DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA INSTITUCIÓN - Cómo puede verse, contrario a las afirmaciones de la actora que dicho sea, no cuentan con ningún respaldo probatorio, Sanidad de la Policía Nacional de Risaralda soportó su respuesta con el informe rendido por la funcionaria que atendió el caso de la accionante y en el que se percibe que, en efecto fue la falta de gestión de la señora Fernández Maitan, lo que impidió su inclusión en el curso de ascenso, pues quienes buscaron con diligencia tal valoración lograron ser “desaplazados”, tal como ocurrió con los 11 patrulleros relacionados en el informe de la señora López Castaño y para quienes fue habilitado el sistema el día 11 de los corrientes, por el término de 35 minutos –fl 19-, por lo que ninguna vulneración respecto al debido proceso o al trabajo puede imputársele a la accionada, pues permitió los canales necesarios para que de manera oportuna fueran solucionados los casos puestos a su conocimiento.

Con relación al derecho a la igualdad que estima vulnerado por parte de la entidad accionada, es sabido que no basta con alegar su afectación para proceder a su protección, pues no se pueden tratar como iguales a personas que tienen circunstancias fácticas diferentes, menos aun cuando la parte actora no demostró probatoriamente que, en efecto, el caso frente al cual alega el trato discriminatorio y que la Entidad procedió a “desaplazar”, era igual o similar al suyo.   
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, octubre treinta de dos mil diecisiete

Acta N°____de 30 de octubre de 2017
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a resolver la acción de tutela iniciada por la señora YURANYS CATIANYS FERNÁNDEZ MAITAN contra la POLICÍA NACIONAL DIRECCIÓN GENERAL, la DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL y la DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL SECCIONAL RISARALDA.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Manifiesta la señora Yuranys Catianys Fernández Maitan que está interesada en participar en el curso de ascenso para el grado de Subintendente adelantado por la Policía Nacional, para lo cual se requiere contar con concepto favorable de aptitud sicofísica de Medicina Laboral de la Dirección de Sanidad de la Institución.

Refiere que el día 4 de septiembre de 2017 le fue realizada Junta Médica Laboral en la ciudad de Manizales por dos procesos administrativos que se adelantan con ocasión a un accidente laboral que sufrió y a pesar de haber recibido concepto favorable de aptitud psicofísica y la orden de remisión a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda para que la valorara el médico laboral en orden a que la “desaplazara”, quien la atendió se negó a adelantar procedimiento alguno en su nombre, pues insistía que no era esa su labor; no obstante a otra patrullera de nombre Diana Carolina Guerrero Narváez, quien también tuvo Junta Médica en la ciudad de Manizales,  si le fue asignada cita con el médico laboral para el día siguiente a la data en que la solicitó.
Ante la situación anterior, reiteró su pedido de que el fuera programada cita con el médico laboral, indicándole que volviera al otro día y se acercara por un “ladito” a ver si el especialista la atendía, instrucción que cumplió, pero resultó infructuosa pues le manifestaron que sin cita previa no podía ser atendida, mientras que su compañera fue revisada y “desaplazada” para poder concursar.

Refiere que al pasar los días y no llegar notificación de que estaba aplazada, se acercó nuevamente a la citada dependencia y puso en conocimiento de la misma funcionaria su preocupación de continuar “aplazada” y ésta manifestó que si no había recibido ningún correo era porque estaba apta para concursar.

Informa que el día 17 de octubre se comunicó con la Dirección de Talento Humano de la Policía Nacional, siendo informada de que no se encontraba apta para el concurso previo Subintendente 2018 porque estaba aplazada por Sanidad, negativa que la llevó a entrevistarse con el Mayor Carlos Alexis Bautista Toloza y le comentó lo que había sucedido con la citada funcionaria, procediendo éste a comunicarse con la Dirección de Sanidad a Nivel Central para solucionarle el problema; no obstante le negaron esa posibilidad en razón de que el sistema ya estaba cerrado.

Considera que la actuación de la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda con su indebida actuación vulneró sus derechos fundamentales a la igualdad, al debido proceso y al trabajo por lo que solicita su protección y que se ordene a ésta entidad “desaplazarla” y a la Dirección General de la Policía Nacional, se sirva incluirla en el concurso para el grado de Subteniente y se le cite a la prueba escrita prevista para el 22 de octubre de 2017.

TRÁMITE IMPARTIDO

Admitida la acción, se corrió traslado a la Dirección General de la Policía Nacional,  a la Dirección General de Sanidad del Ejército Nacional y su homónima regional  por el término de dos (2) días, con el fin de que se vinculara a la litis.
Frente a la medida provisional en la misma providencia se negó, dado que para cuando fue repartida la presente acción de tutela al ponente, esto es el 23 de octubre de 2017, el examen escrito previsto en el concurso de ascenso al grado de Subintendente 2018, había sido realizado el día anterior. 
La Dirección de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda dio respuesta informando que en virtud a que la Sala de Juntas Médicas de esta seccional se encuentra inhabilitada, esa entidad debió acudir a sus homónimas en las ciudades de Armenía y Manizales para atender los 2.926 patrulleros que requirieron calificaciones por el área de medicina laboral, siendo éstos la prioridad debido al curso de ascenso previsto para el mes de octubre.
Luego de hacer un relato de los servicios médicos y asistenciales que le fueron brindados a la señora Fernández Maitan, informó que el día 4 de septiembre de 2017, en la horas de la mañana, le fue practicada la Junta Medico Laboral en la ciudad de Manizales y en esa misma fecha se acercó a sus instalaciones requiriendo cita con el médico laboral, solicitud respecto la cual le fue informada la tardanza en la asignación de la misma.  De todos modos en esa oportunidad se le expresó la posibilidad de asistir al día siguiente con tiempo y disponibilidad para ser atendida por el médico laboral.
Relata la entidad que de las calificaciones laborales realizadas en lo que va corrido del año, 256 patrulleros fueron “aplazados”, número que imposibilitó hacer seguimiento a cada uno de los casos, por lo que en realidad sólo tuvo conocimiento de la dificultad de la tutelante para ser valorada por el médico laboral en orden a ser incluida en el curso de ascenso, el 18 de octubre de 2017, data para la cual no era posible darle solución a su problema, pues el sistema se encontraba cerrado.
Refiere que no ha vulnerado derecho alguno de la actora y en ese sentido solicita que se declare improcedente la petición de amparo solicitada por ésta, pues es evidente que fue su inactividad la que provocó su exclusión del proceso de selección. 

CONSIDERACIONES

PROBLEMA JURÍDICO
¿Acreditó la demandante la vulneración de sus derechos fundamentales?

Antes de abordar la solución a los problemas jurídicos planteados, debe precisarse que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. ACREDITACIÓN DE LA VULNERACIÓN DEL DERECHO

La Acción de Tutela, para resultar efectiva como mecanismo de defensa de los derechos fundamentales, está regida por el principio de informalidad, que debe orientar la actividad judicial durante el trámite de la actuación.
Alude este principio a que la acción de tutela y las actuaciones que ella genera no se encuentran sujetas a fórmulas sacramentales, solemnidades, ni requisitos especiales que terminen por obstaculizar la finalidad con que la misma fue concebida, que no es otro, que el resguardo inmediato de los derechos fundamentales, por ello, sólo se requiere que el accionante: determine la autoridad, entidad o persona natural, según sea el caso, que genera el agravio; exponga los hechos que la originan; refiera el derecho que le ha sido vulnerado o se encuentra amenazado, sin que sea necesario citar la norma que los contempla.  

Es oportuno indicar, que la petición de amparo constitucional no requiere de mandatario judicial y, en algunos casos excepcionales, puede ser ejercida de manera verbal - en caso de urgencia, o cuando el solicitante no sepa escribir, o sea menor de edad-. Sin embargo, a pesar de lo dicho, el principio de informalidad no es absoluto y, por tanto, el actor debe acreditar necesariamente, ciertos presupuestos básicos para lograr una decisión favorable.  
En efecto, es carga del accionante, en múltiples oportunidades acreditar que realizó determinadas peticiones o actos que no le fueron atendidos y, si bien la prueba en este tipo de trámites es menos exigente, es necesario demostrarlos al funcionario judicial, pues, de otra forma, sería imposible, determinar si los derechos fundamentales fueron realmente vulnerados o amenazados.

Al efecto dice la Corte Constitucional en sentencia T-012 de 1995, lo siguiente:

“La tutela supone la acción protectora del Estado que tiende a proteger un derecho fundamental ante una acción lesiva o frente a un peligro inminente, que se presenta bajo forma de amenaza.

Tanto la vulneración del derecho fundamental como su amenaza, parten de una objetividad, es decir, de una certeza sobre la lesión o amenaza …”

2.  DEBIDO PROCESO.

El artículo 29 superior, señala que "el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas", lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador.
3. DERECHO A LA IGUALDAD

La jurisprudencia constitucional ha establecido que el principio de igualdad constitucional, consagrado de manera expresa en el artículo 13 de la Carta, impone la obligación a todas las autoridades del Estado de proteger y suministrar el mismo trato a las personas sin distingo de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica; sin embargo, el ejercicio de tal garantía no implica la prohibición expresa de que puedan establecerse diferencias.  

En efecto, el principio de igualdad constitucional no excluye el trato diferenciado, por lo tanto, la igualdad en sí concebida no se traduce en la obligación automática del legislador de asignar a todos los asociados idéntico tratamiento jurídico, porque no todos ellos se encuentran colocados dentro de similares situaciones fácticas ni en iguales condiciones personales.

4. CASO CONCRETO

De acuerdo con el relato fáctico, se tiene que la accionante se duele del trato discriminatorio del cual fue víctima por parte de la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional Seccional Risaralda que impidió que pudiera acceder al curso de subintendente adelantado por la Institución, toda vez que no le fue asignada cita con el médico laboral, para que la dictaminara como apta y así participar de la convocatoria, cuando la patrullera Diana Carolina Guerrero Narváez, quien se encontraba en la misma situación administrativa, si logró ser valorada oportunamente  para participar en el concurso de ascenso.

De acuerdo con la respuesta ofrecida por Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda, la gestión respecto a la valoración por parte del médico laboral correspondía a la actora, toda vez que la cantidad de casos puestos a consideración de ésta especialidad superó su capacidad de atención, lo cual implicó que las citas no fueran programadas en fechas cercanas, correspondiendo a los miembros de la institución, más exactamente a los patrulleros, informar de sus situaciones particulares para ser atendidos con prioridad, lo cual no hizo la actora  hasta día 18 de octubre de 2017, cuando el sistema ya no estaba habilitado y la prueba escrita había sido programada para el 22 de igual mes y año.  

Si bien la actora afirma en su escrito que una funcionara de medicina laboral se negó asignarle la cita indicándole que no era la encargada de esa función y que esa misma persona le dio información errónea respecto a su condición de apta para concursar cuando en realidad continuaba “aplazada”, la entidad accionada refiere que ella sólo hasta el 18 de los corrientes se acercó a poner en conocimiento su caso.
Con la respuesta de la entidad fue allegado el reporte presentado por la Patrullera Yuliana Cristina López Castaño, en el cual no solo fue informado el colapso de la agenda para asignar citas de medicina laboral debido a la prioridad que debía tenerse con los patrulleros y el personal de mandos ejecutivos, citados a curso de ascenso en los meses de septiembre y octubre del presente año, sino también  de la opción que se dio a la actora el mismo día que se celebró la Junta Médica en la ciudad de Manizales -4 de septiembre de 2017- de acercarse al área con disponibilidad y tiempo para ser valorada por el médico laboral y el conocimiento que de su caso tuvo esa dependencia el 18 de octubre de 2017, fecha en que ya había sido cerrado el sistema.

Cómo puede verse, contrario a las afirmaciones de la actora que dicho sea, no cuentan con ningún respaldo probatorio, Sanidad de la Policía Nacional de Risaralda soportó su respuesta con el informe rendido por la funcionaria que atendió el caso de la accionante y en el que se percibe que, en efecto fue la falta de gestión de la señora Fernández Maitan, lo que impidió su inclusión en el curso de ascenso, pues quienes buscaron con diligencia tal valoración lograron ser “desaplazados”, tal como ocurrió con los 11 patrulleros relacionados en el informe de la señora López Castaño y para quienes fue habilitado el sistema el día 11 de los corrientes, por el término de 35 minutos –fl 19-, por lo que ninguna vulneración respecto al debido proceso o al trabajo puede imputársele a la accionada, pues permitió los canales necesarios para que de manera oportuna fueran solucionados los casos puestos a su conocimiento.
Con relación al derecho a la igualdad que estima vulnerado por parte de la entidad accionada, es sabido que no basta con alegar su afectación para proceder a su protección, pues no se pueden tratar como iguales a personas que tienen circunstancias fácticas diferentes, menos aun cuando la parte actora no demostró probatoriamente que, en efecto, el caso frente al cual alega el trato discriminatorio y que la Entidad procedió a “desaplazar”, era igual o similar al suyo.   
La anterior inferencia deviene del hecho de que la entidad en ningún momento negó haber dado un trato diferencial a cierto grupo de funcionarios, por el contrario, indicó que el mismo se dio por cuenta de los cursos de ascenso del personal de mandos ejecutivos y patrulleros llamados para los meses de septiembre y octubre respectivamente, pero aclaró que éstos debían ser diligentes y gestionar su habilitación en el sistema, ya que el elevado número de casos impedía el seguimiento personalizado de cada uno, por lo que resultaba necesario que la actora demostrara que realizó las actuaciones necesarias para lograr la valoración por el médico laboral, para considerar la vulneración de sus derechos fundamentales.
Respecto al caso de la señora Diana Carolina Guerrero Narváez, quien afirma la accionante se encontraba en su misma situación y a pesar de ello fue valorada oportunamente, es preciso señalar que se desconocen los supuestos fácticos que cimentaron su caso, mismo que se requería conocer, para determinar si fue la actuación oportuna y adecuada de ésta persona la que permitió su inclusión en el cuso de ascenso o si por el contrario tal actuación se dio sin su intervención.
Como puede observarse correspondía a la actora demostrar esas situaciones especiales que le merecieron el trato discriminatorio que alega, pues aunque la tutela es un mecanismo sin formalidades, no se puede pretender de ella un grado de eficacia cuando existen deficiencias probatorias para la visualización del caso. 
En ese orden de ideas, atendiendo que no se acreditó la vulneración de los derechos cuya protección se reclama por ésta vía, se negará la protección reclamada.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 
RESUELVE

PRIMERO: NEGAR la protección constitucional solicitada por la señora YURANYS CATIANYS FERNÁNDEZ MAITÁN.
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes, la presente decisión, por el medio más expedito.
TERCERO: REMITIR el expediente a la Corte Constitucional, para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Integrantes de la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES                OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA 

ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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